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2. Si no hubiere recaído resolución transcurridos
treinta dlas desde la finalización del plazo de seis meses
desde el acuerdo de iniciación, teniendo en cuenta las
posibles interrupciones de su cómputo por causas impu­
tables a los interesados, se tendrá por cumplido el plazo
de caducidad establecido en el apartado 4 del artícu­
lo 43 de la Ley 30/1992, debiendo procederse al archivo
de las actuaciones. bien de oficio por el propio órgano
competente para dictar resolución o a solicitud de cual­
quier interesado.

3. Las resoluciones que ultimen el procedimiento
ponen fin a la vía administrativa y serán inmediatamente
ejecutivas. no pudiéndose interponer contra las mismas
recurso administrativo ordinario.

MINISTERIO DE OBRAS PUBLICAS,
TRANSPORTESY MEDIO AMBIENTE

24318 ORDEN de 29 de septiembre de 1993 por
la que se aprueba el pliego de condiciones
para el otorgamiento de concesiones del ser­
vicio público de telecomunicación de valor
añadido de suministro de conmutación de
datos por paquetes o circuitos.

En ejecución de lo dispuesto en el artículo 22 de
la Ley 31/1987, de 18 de diciembre, de Ordenación
de las Telecomunicaciones. modificada por la
Ley 32/1992, de 3 de diciembre; el Real Decreto
804/1993, de 28 de mayo, aprobó el Reglamento Téc­
nico y de Prestación del Servicio de Telecomunicación
de Valor Añadido de Suministro de Conmutación de
Datos por Paquetes o Circuitos. El artículo 5 de este
Reglamento dispone que la concesión del servicio de
telecomunicación de valor añadido de suministro de con­
mutación de datos por paquetes o circuitos se otorgará
por orden de presentación de solicitudes a toda persona
física o jurídica que reúna las condiciones en él esta­
blecidas.

Por otra parte, el mencionado artículo 22 de la Ley
de Ordenación de las Telecomunicaciones establece que
el conjunto de las condiciones que rijan la prestación
del servicio de suministro de conmutación de datos por
paquetes o circuitos deberá integrar un pliego de con­
diciones del servicio público, que habrá de ser objetivo,
no discriminatorio y transparente.

En su virtud, dispongo:

Primero.-Se aprueba el pliego de condiciones para
el otorgamiento de concesiones del servicio público de
telecomunicación de valor añadido de suministro de con­
mutación de datos por paquetes o circuitos. que se inser­
ta como anexo 1de esta Orden.

Segundo.-Se aprueba el modelo de solicitud de con­
cesión que figura como anexo 11.

Tercero.-En lo no previsto en este pliego de con­
diciones será de aplicación lo dispuesto en el Reglamento
Técnico y de Prestación del Servicio de Telecomunica­
ción de Valor Añadido de Suministro de Conmutación

de Datos por Paquetes o Circuitos, aprobado por el Real
Decreto 804/1993, de 28 de mayo.

Cuarto.-Esta Orden entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid. 29 de septiembre de 1993.

BORRELL FONTELLES

limos. Sres. Secretaria general de Comunicaciones y
Director general de Telecomunicaciones.

ANEXO I

Pliego de condiciones para el otorgamiento de con­
cesiones del servicio público de telecomunicación de
valor añadido de suministro de conmutación de datos

por paquetes o circuitos

CONDICiÓN 1

Objeto

Este pliego tiene por objeto el establecimiento de
las condiciones y requisitos que deberán reunirse a efec­
tos del otorgamiento de concesiones y explotación del
servicio público de telecomunicación de valor añadido
de suministro de conmutación de datos por paquetes
o circuitos.

CONDICiÓN 2

Régimen jurídico

El régimen jurídico básico por el que se regirán las
concesiones a que se refiere este pliego está constituido
por la Ley 31/1987, de 18 de diciembre, de Ordenación
de las Telecomunicaciones, modificada por la Ley
32/1992. de 3 de diciembre; la legislación de contratos
del Estado; el Reglamento Técnico y de Prestación del
Servicio de Telecomunicación de Valor Añadido de Sumi­
nistro de Conmutación de Datos por Paquetes o Cir­
cuitos, aprobado por el Real Decreto 804/1993. de 28
de mayo. el presente pliego y demás normas de desarro­
llo de la Ley de Ordenación de las Telecomunicaciones
que resulten de aplicación.

CONDICiÓN 3

Organo competente

Será competente para otorgar las concesiones a que
se refiere este pliego el Director general de Telecomu­
nicaciones. contra cuyas resoluciones podrá interponer­
se recurso ordinario ante el Secretario general de Comu­
nicaciones.

CONDICiÓN 4

Plazos

Las concesiones se otorgarán por un plazo de diez
años. computado desde el momento de la formalización
del contrato en el correspondiente documento adminis­
trativo. pudiendo prorrogarse por períodos iguales. sin
que en ningún caso el plazo total pueda exceder. inclu­
yendo las prórrogas, de treinta años.

En el caso de que el concesionario desee prorrogar
la concesión deberá solicitarlo con un año de antelación
a la finalización de aquélla.

El concesionario deberá garantizar la permanencia
en la prestación del servicio durante dos años como
mínimo, tanto en la concesión inicial como en sus posi­
bles prórrogas.
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En el plazo máximo de tres años, el concesionario
deberá dar cobertura, como mínimo, al territorio de una
Comunidad Autónoma o a cuatro provincias colindantes.

CONDICiÓN 5

Canon

Los concesionarios deberán satisfacer un canon anual
en función de los ingresos brutos declarados de la explo­
tación del servicio, en los términos establecidos en el
artículo 9 del Reglamento aprobado por Real Decreto
804/1993, de 28 de mayo.

CONDICiÓN 6

Solicitud

Los interesados en obtener una concesión del servicio
público de telecomunicación de suministro de conmu­
tación de datos por paquetes o circuitos presentarán una
solicitud, conforme al modelo que figura en el anexo 11 de
esta Orden.

La solicitud, dirigida al Director general de Teleco­
municaciones y firmada por el propio solicitante o, en
su caso, por su representante, deberá contener en todo
caso los siguientes datos: Nombre y apellidos, o razón
o denominación social, y domicilio del solicitante, y, en
su caso, de la persona que le represente; lugar que se
señala a efectos de notificaciones y lugar y fecha de
la solicitud.

La solicitud irá acompañada de la documentación
administrativa y técnica exigida en las condiciones 7
y 8 de este pliego. sistematizada de modo que permita
su clara identificación por la Administración.

CONDICiÓN 7

Documentación administrativa

La documentación administrativa incluirá los siguien­
tes documentos, que podrán ser originales o copias
autenticadas de los mismos conforme a la legislación
vigente:

1. El documento o documentos que acrediten la per­
sonalidad del empresario mediante la presentación, si
la empresa fuese persona jurídica. de la escritura de
constitución o modificación, en su caso, debidamente
inscrita en el Registro Mercantil, o tratándose de empre­
sarios individuales, fotocopia del documento nacional de
identidad debidamente autenticada, o el que, en su caso,
lo sustituya reglamentariamente.

Si el solicitante actúa en calidad de representante,
deberá, además. presentar poder bastante en derecho,
inscrito, en su caso, en el registro público correspon­
diente.

2. Los documentos que acrediten que el solicitante
se halla al corriente en el cumplimiento de las obliga­
ciones de la Seguridad Social, aportando los justifican­
tes de:

a) Estar inscrito en la Seguridad Social.
b) Haber afiliado y dado de alta, en su caso, a los

trabajadores que tenga a su servicio.
c) Estar. al corriente en el pago de las cuotas o de

otras deudas con la Seguridad Social.

Las circunstancias anteriormente mencionadas
podrán también acreditarse mediante certificación de
la Tesorería Territorial de la Seguridad Social respectiva,
en la que conste el cumplimiento de los citados extre­
mos.

3. Testimonio judicial o certificación administrativa,
según los casos, que pruebe la capacidad para contratar

con la Administración por parte de las empresas en rela·
ción con las situaciones indicadas en los apartados del
artículo 9 de la Ley de Contratos del Estado. Cuando
dicho documento no pueda ser expedido por la autoridad
competente, podrá ser sustituido por una declaración
responsable, otorgada ante una autoridad judicial, admi·
nistrativa, notario público u organismo profesional cua­
lificado.

4. Cuando dos o más empresas soliciten una con·
cesión constituyendo una agrupación temporal, cada uno
de los empresarios que la componen deberá acreditar
su personalidad y capacidad, debiendo indicar en docu·
mento privado los' nombres y circunstancias de los
empresarios que la suscriban la participación de cada
uno de ellos y designar la persona o Entidad que, durante
la vigencia del contrato, ha de ostentar la plena repre­
sentación de todos ellos frente a la Administración. Las
responsabilidades y obligaciones inherentes y derivadas
de la concesión les corresponderán con carácter soli·
dario.

5. Documentos acreditativos de estar al corriente
en el pago de las obliqaciones tributarias, en los términos
establecidos en el numero 6 del artículo 11 del Regla­
mento aprobado por Real Decreto 804/1993, de 28
de mayo.

Si los documentos'acreditativos del cumplimiento de
estas obligaciones estuviesen ya en poder de la Admi­
nistración actuante, y el solicitante desea acogerse a
lo establecido en el apartado f) del artículo 35 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, deberá hacer constar el órgano
ante el que presentó esos documentos, la fecha de pre­
sentación y el número o referencia de las actuaciones
a que tales documentos dieron lugar. En este supuesto.
la Dirección General de Telecomunicaciones solicitará
de la Agencia Estatal de Administración Tributaria dicha
documentación.

CONDICiÓN 8

Documentación técnica

Como documentación técnica, el solicitante deberá
presentar un proyecto de la instalación, en el que deberá
constar:

a) Previsión de servicios portadores a utilizar.
b) Plan de explotación de la concesión, con indi­

cación de naturaleza, características, cobertura geográ­
fica, plazos, interconexiones. modalidades de acceso y
tarifas del servicio previstas inicialmente por el solici­
tante.

c) Equipos previstos, con indicación de sus carac­
terísticas técnicas.

Las tarifas deberán estructurarse de manera que per­
mitan a la Administración conocer los criterios de impu­
tación de costes. Las tarifas contemplarán los siguientes
elementos: Cuota inicial de conexión, cuota periódica
de alquiler y cuota de utilización.

El proyecto de la instalación deberá explicitar el plazo
en el que, caso de ser otorgada la concesión, se iniciará
la prestación del servicio y la cobertura inicial, así como
incluir un calendario estimativo de extensión territorial
del servicio.

CONDICiÓN 9

Presentación de documentos

Todos los documentos señalados anteriormente
podrán presentarse en el Registro General de la Dirección
General de Telecomunicaciones (Palacio de Comunica-
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Clones, plaza de Cibeles, Madrid}, (> en cualquiera de
lOS higares previsto~ en el artículo :48.4 de la Ley
3:(1j'l992, de 26 de noviembre, del r.égimefl Jurídico
de ¡as Administraciones Públicas y del ProcecHmientc.
Admini~trativo Común.

La liquidacion de las tasas que lleban abonarse él
la Administración habrá de hacerse ee¡ todo caso. antes
de la formalización del contrato. En e: supuestu titó que
se presente la solicitud en el Registro de ia Di"ec,,,,,r
General de TblecomunlGdclones. Id !iqwdaci'6,n pod¡¿
hacerse en eí momento de le presentación

La Administración podrá. con caractm previo a ja adju­
CIIcació". requerir la presentación pOI' escrito d" cuantas
aclaraclolles considere oportunas. quedando suspendida
la ti arnitación del otorgamiento d" la concesión hasta
que el solicitante no ias aporte.

CONDICiÓN 10

Fianza

Notificada la adjudicación de 1" concesión. el con­
cesionario deberá acreditar. dentro de los quince días
siguientes. la constitución de una fianza por una cuantía
de treinta millones de pesetas en la Caja General de
Depósitos o en cualquiera de sus sucursales, La fianza
podrá constituirse en metálico, en títulos de Deuda Públi­
ca, o mediante aval ajustado al modelo establecido en
la Orden del Ministerio de Hacienda de 10 de mayo
de 1968

La fianza estará afecta a la garantía del cumplimiento
de las responsabilidades y obligaciones dimanantes de
la concesión, especialmente al resarcimiento de los
daños" perjuicios y de los gastos que el concesionario
ocasionara a la Administración y a las redes. así como
8 los caso" de resolución de la concesión

CONDiCiÓN 11

Formalización del contrat,?

El contrato se formalizará en docunwnto administra­
tivo dentro de los treinta días siguientes a su aprobación.
previa justificación de haber quedado constituida la fian­
Za. surtiendo sus efectos a partir de este momento.

No obstante. el contrato se formalizará en escritura
pública cuando así lo solicite el concesionario. siendo
a su costa todos los gastos derivados de su otorgamiento.

Con anterioridad al comienzo de la explotación del
servicio. la concesión y su titular, así como los datos
y circunstancias que deban ser objeto de inscnpción,
quedarán inscritos en el Registro Central de Servicios
de Vañor Añadido. que al efecto se llevarán en la Direc­
ción General de Telecomunicaciones.

El concesionario deberá acreditar ante la Dirección
General de Telecomunicaciones. antes de ,niciar la pres­
tación del servicio. haber presentado en la Delegación,
Administración y oficina liquidadora de Hacienda la
declaración y autoliquidación del Impuesto sobre Trans­
misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

CONDICiÓN 12

Comienzo de la prestación del servicio

La prestación del serJicio deberá iniciarse en el plazo
máximo de un año desde la formalización de! contrato,
y ajustarse plenamente a los términos establecidos en
la oferta del solicitante y en la resolución que otorga
la concesión.

El inicio efectivo de la prestación de! servicio deberá
notificarse a la Administración. No obstante. los plazos
de dos años de permanencia inicial en la prestación del
servicio, y de tres años para la extensión de la cobertura.

Gomo mintmo, el ~e"ntcrío de una ComunkJad i-\utÓ11onH~

o .'.l cuatro provincia;:¡ co~indante::;, G que: ;;:¡e "afienl if:¡

base 4 de tlst& plleyo. se computarán desde 1" forma·
lización del contrato en documente, administrativo.

Ob1JgaclOne:;; del concesionario

fi concesionario estil obligado al cumplimiento "fiel
v exacto de ¡o~, ténmnos de !a concosión, cor: piene
;espeto a los derechos,! libertades reconocidos en la
Constitución. En particular. el concesionario deberá cum
p¡lr las obligaCiones I"lacionadas en el articule 18 del
Reglamento del servicio aprobado por el Real Decreto
304/1993. de 28 de mayo.

CONDiCiÓN ¡ 4

Modificación de la concesión

La Dirección General de Telecomunicaciones podrá
alterar los términos de la concesión por modificación
del Reglamento Técnico del Servicio. o por eXigencias
de acomodación a las normas de la Unión Internacional
de Telecomunicaciones. de la Comunidad Económica
Europea o de la Conferencia Europe" de Administración
de Correos y Telecomunicaciones.

La Dirección Generai de Telecomunicaciones podrá.
por razones de interés público. realizar, de oficio o a
instancia tanto del usuario como del concesionario, modi­
ficaciones en ias condiciones de la orestación del servicio
no previstas en el título concesiolliil.

CONDICiÓN 1 5

Transmisión de 1" concesIón

La transmiSión total o parcial de la concesión reque­
rirá la previa autorización administrativa otorgada por
la Dirección General de TelecomUnicaciones. Dicha trans­
misión no supondrá en ningún caso la subcontratación
de las prestaciones incluidas en la concesión.

La Dirección General de Telecomunicaciones podrá
autorizar la subcontratación de alguna de las prestacio­
nes, previa petición del titular de lil concesión.

CONDICiÓN 1 6

Extinción de la concesión

La concesión se extinguirá por alguna de las siguien­
tes causas:

.. 1. Las consignadas en el artículo 75 de la Ley de
Contratos del Estado.

2. La imposición firme en vía administrativa de la
sanción de revocación definitiva del título administrativo
habilitante del servicio que preste el infractor. conforme
a lo dispuesto en el apartado 3 del articulo 34 de la
Ley de Ordenación de las Telecomunicaciones. por la
comisión de las actuaciones tipificadas como infraccio­
nes muy graves en el artículo 33.2 de ésta,

3. La renuncia del concesionario con preaviso a la
Administración con seis meses de antelación.

4. La falta de constitución de la fianza o de la ins­
cripción en el Registro Central de Concesionarios de ser­
vicios de telecomunicación.

5. La incursión del concesionario. durante la vigen­
cia de la concesión en alguna de las prohibiciones de
contratar del artículo 9 de la Ley de Contratos del Estado,

6. Las reiteradas deficiencias en la prestación del
servicio o la interrupción del mismo. salvo caso de fuerza
mayor.
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CONDICiÓN 17

El concesionario quedará expresamente sometido a
lo dispuesto en este pliego de condiciones, así como
a las demás normas aplicables que se relacionan en
la condición 2 anterior.

ANEXO 11

Don .
con documento nacional de identidad número .
(en su propio nombre y derecho, o en nombre y repre-
sentación de .
según poder otorgado ante el Notario de ,
don ............................................................•
el día ). con domicilio
a efectos de notificaciones en .

EXPONE:

Que enterado de lo establecido en el Real Decre­
to 804/1993, de 28 de mayo (<<Boletín Oficial del Esta­
do» de 11 de junio), por el que se aprueba el Reglamento
Técnico y de Prestación del Servicio de Telecomunica­
ción de Valor p'-ñadido de Suministro de Conmutación
de Datos por Paquetes o Circuitos, que conoce y acepta
incondicionalmente.

SOLICITA:

Le sea otorgada una concesIon para la prestación
del servicio de suministro de conmutación de datos por
paquetes o circuitos según se detalla en el proyecto
adjunto.

En a de ; de 199 .

(Firma y sello de la empresa, en su caso)

Ilmo. Sr. Director general de Telecomunicaciones.

COMUNIDAD AUTONOMA
DE LA REGION DE MURCIA

24319 LEY 6/1992. de 23 de diciembre. de tasas.
precios públicos y contribuciones especiales.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTONOMA
DE LA REGlON DE MURCIA

Sea notorio a todos los ciudadanos de la Región
de Murcia, que la Asamblea Regional ha aprobado la
Ley 6/1992, de 23 de diciembre. de tasas. precios públi­
cos y contribuciones especiales.

Por consiguiente. al amparo del artículo 30.2. del Esta­
tuto de Autonomía. en nombre del Rey, promulgo yorde­
no la publicación de la siguiente Ley:

Preámbulo

La aprobación de la Ley Orgánica 1/1989. de 13
de abril. por la que se modifican los artículos 4 y 7
de la Ley Orgánica de Financiación de las Comunida­
des Autónomas. y de la Ley Ordinaria 8/1989, también
de 13 de abril, que regula el régimen jurídico de las
tasas y precios públicos. ha significado en el ordena­
miento jurídico del Estado una precisa delimitación de
los conceptos de tasa y precios públicos. así como la
regulación legal del régimen de la exigencia de estos

últimos. Como resultado de esta innovación legislativa.
resulta necesario modificar la legislación autonómica en
la materia.

Llevada a cabo una primera regulación del sistema
de tasas por la Ley regional 10/1984. de 27 de noviem­
bre, que ya había sido modificada por la Ley 8/1986.
de 1 de agosto. ahora, mediante la presente Ley, Ge
pretende atender a una doble. exigencia: Por una parte.
adaptar !a normativa regional a las nuevas Leyes del
Es1ado. Para ello se han recogido los nuevos conceptos
positivos de tasa y precio público. introducidos en laG
leyes estatales, y, además. se regulan las contribuciones
especiales. y. por otra parte. racionalizar el sistema regio­
nal de tasas que, hasta hora. en cuanto ingreso público,
no había llegado a funcionar de manera enteramente
satisfactoria.

La estructura de la Ley refleja estos objetivos. y así
el título I establece los principios generales de aplicación
a las tres figuras de ingresos públicos; el título 11 regula
las tasas. y los títulos 111 y IV contienen. respectivamente.
las normas relativas a los precios públicos y a las con­
tribuciones especiales.

En la concepción de esta Ley se han tenido en cuenta
las transformaciones que la doctrina fiscal ha experi­
mentado en los últimos tiempos. configurando un texto
en el que se consigue aunar una concepción progresista
de la Hacienda Pública con las máximas garantías a la
seguridad jurídica, tal como vienen exigidas por el deno­
minado «principio de legalidad fiscal».

El enfoque utilizado en la elaboración de este texto
se ha basado en la búsqueda de la mayor seguridad
para el contribuyente. dentro de un contexto de eficacia
administrativa y. para ello, se ha considerado convenien­
te llevar la Ley tan lejos como resultara posible. El resul­
tado ha sido una normativa en la que se fijan para cada
tasa los elementos esenciales de la misma: Hecho impo­
nible. sujeto pasivo. devengo. base imponible y clase
de tarifa a aplicar. y se establecen con carácter general
los criterios y límites que regirán en la revisión de las
tarifas.

Teniendo en cuenta que las tasas se crean para que
los contribuyentes participen en el sostenimiento de la
Administración. en la medida en que ellos mismos sean
beneficiarios de la prestación de servicios administra­
tivos, el principio básico es el de que las tasas tenderán
a cubrir el coste total de la prestación del servicio. Para
evitar que este principio se convierta en un cheque en
blanco en favor de la Administración, se introduce otro
principio limitador y unos criterios muy claros. El segundo
principio establecido fija. como tope máximo para la
cuantía de la tasa. el importe equivalente al coste de
prestación del servicio, y para dar contenido real a estos
dos p~incipios. se especifican en la Ley los criterios a
utilizar para la determinación del coste.

En primer lugar. se fijan en el artículo 14 los conceptos
básicos a tener en cuenta para la determinación de los
costes totales, y. en segundo lugar. se incorpora como
anexo a la Memoria económica. la metodología seguida
para la determinación de cada coste.

Con este enfoque se logra plenamente el objetivo
perseguido. ya que. por un lado. se dota a la norma
de la flexibilidad necesaria para garantizar su adecuación
a la realidad administrativa, permitiendo una acomoda­
ción de tarifas paralela a la evolución de los costes de
cada servicio; por otro lado, se incrementa el nivel de
seguridad jurídica del contribuyente y se potencia al
máximo el principio de legalidad fiscal, ya que se fijan
normas muy concretas para la determinación de costes.
introduciendo un nivel de transparencia administrativa
y fiscal sin precedentes en nuestra legislación.

El establecimiento de precios públicos se realiza con
mucha mayor flexibilidad. quedando en manos del Con-


